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COMITÉ TÉCNICO CIENTÍFICO. Con relación al Comité Técnico Científico, válido es decir, que la Corte Constitucional, en reiteradas sentencias, ha sostenido que cuando se está frente a una servicio de salud prescrito por el médico tratante, dicha orden se traduce en indispensable para la recuperación de las condiciones físicas del paciente. Por ende, en el caso que el requerimiento se encuentre excluido del Plan Obligatorio de Salud, las entidades encargadas de la prestación del servicio, tienen la obligación de someterlo a estudio del Comité Técnico Científico. No obstante, es evidente que éste es un trámite administrativo cuya finalidad es velar por una adecuada prestación del servicio de salud, sin que de ninguna manera sea una barrera de acceso al derecho.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de septiembre de dos mil dieciséis 
Acta N° 0     de 22 de septiembre de 2016
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por LUZ ELENA CASTRILLÓN TORO contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señor Luz Elena Castrillón Toro que se encuentra vinculada al Servicio de Sanidad de la Policía Nacional en calidad de beneficiaria; que fue diagnosticada con incontinencia urinaria para cuyo tratamiento le fue ordenando desde el 25 de agosto de 2016 el procedimiento denominado CISTOPEXIA TIPO SLING VESICAL TRANSOBTURADOR ABBREVO de manera urgente; que no obstante haber radicado ante la entidad accionada la documentación necesaria no le ha sido autorizado el servicio.
Es por todo lo anterior que estima vulnerados sus derechos a la vida digna, a la salud y los inherentes a su condición de persona de la tercera edad, frente a los cuales reclama protección y consecuencialmente la autorización para la intervención quirúrgica prescrita.

Pretende también que a través de este mecanismo de especial protección constitucional, sea dispuesto el tratamiento integral que la patología por la que actualmente consulta requiere.  
TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha doce (12) de septiembre del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis.
La Seccional de Sanidad Risaralda, dio respuesta a la acción haciendo un recuento normativo relacionado con su naturaleza jurídica y sus funciones dentro del Subsistema de Salud de la Policía Nacional, para luego informar que en momento alguno había negado o dejado de prestar los servicios que ha requerido la paciente, precisando que el servicio ordenado, debe ser atendido por la red externa de prestadores del servicio, toda vez que esa entidad sólo maneja servicios de primer nivel ambulatorio. 
Explica también cada uno de los pasos que deben se agotados para ser autorizado el servicio requerido por la paciente, precisando que en este momento se encuentra el caso en estudio por parte del Comité Técnico Científico, el cual se pronunciará el día 23 de septiembre de 2016.
CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud de la señora Luz Elena Castrillón Toro, el que aún no se le haya aprobado un procedimiento no POS, con ocasión a la intervención del CTC?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por la esa Corporación, en recientemente en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.
Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”.
Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, la Sala de Casación Laboral recientemente indicó:

“Además, no sobra recordar que la Ley 352 de 1997 especificó que el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares está constituido, entre otros, por la Dirección General de Sanidad y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quienes en virtud de los principios de obligatoriedad, protección integral, descentralización, desconcentración, unidad y atención equitativa y preferencial, tendrán que trabajar de manera armónica con el fin de brindar una efectiva atención en salud a sus afiliados y beneficiarios y para ello deberán hacerse cargo de la prevención el diagnóstico, el tratamiento y la rehabilitación de cada uno. 

Lo anterior, aunado a que el Decreto 4782 de 2008 estableció como funciones de la Dirección General de Sanidad Militar la de dirigir y coordinar los planes y programas en salud para el funcionamiento del sistema y contratar, dirigir y comprometer el gasto de los recursos para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados, todo ello, se insiste, bajo un trabajo conjunto con las direcciones de sanidad de cada fuerza, en este caso, la Militar, quien tiene la obligación específica de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención”. 

3. COMITÉ TÉCNICO CIENTÍFICO.

Con relación al Comité Técnico Científico, válido es decir, que la Corte Constitucional, en reiteradas sentencias, ha sostenido que cuando se está frente a una servicio de salud prescrito por el médico tratante, dicha orden se traduce en  indispensable para la recuperación de las condiciones físicas del paciente.  Por ende,  en el caso que el requerimiento se encuentre excluido del Plan Obligatorio de Salud, las entidades encargadas de la prestación del servicio, tienen la obligación de someterlo a estudio del Comité Técnico Científico. No obstante, es evidente que éste es un trámite administrativo cuya finalidad es velar por una adecuada prestación del servicio de salud, sin que de ninguna manera sea una barrera de acceso al derecho.

Con tal criterio, la Corte Constitucional en sentencia T-298 de 2008, indicó:

“i) Que atendiendo la naturaleza administrativa del Comité Técnico Científico su concepto no es indispensable para que el medicamento requerido por un paciente le sea otorgado. En efecto, “el requisito de agotar el trámite frente al Comité Técnico Científico no es una prioridad frente a la necesidad del suministro del medicamento o atención en salud que el cotizante o beneficiario requiere, pues esta Corte ha señalado que es suficiente con el concepto emitido por el médico tratante para acceder a lo pedido pues es éste quien tiene los conocimientos médicos calificados y conoce la situación concreta del paciente y por tanto tiene la capacidad de determinar cuál medicamento o procedimiento es más beneficioso para el usuario.” En este sentido la Corte ha considerado que dada la naturaleza del Comité “no puede ponerse en sus manos la decisión de si se protege o no el derecho a la vida de las personas”. 

4. CASO CONCRETO

De acuerdo con la valoración médica realizada a la paciente –fls 4 a 9-, la actora presenta el siguiente diagnóstico, “incontinencia urinaria por tensión”, dolencia para la cual le fue prescrito el procedimiento denominado “SS CISTOPEXIA TIPO SLINGA VESICAL TRANSOBTURADOR ABBREVO”.
Frente a tal prescripción médica, el especialista inició el trámite correspondiente para someter el caso ante el Comité Técnico Científico –fl 4 – diligenciado la forma denominado “FORMATO DE SOLICITUD Y JUSTIFICACIÓN ANTE EL COMITÉ TÉCNICO CIENTÍFICO DE PROCEDIMIENTOS, INSUMOS, DISPOSITIVOS U OTROS SERVICIOS MÉDICOS QUE NO HACEN PARTE DEL PLAN DE SERVICIOS DEL SSMP”, procedimiento que arrojó como resultado inicial el aplazamiento de la autorización del servicio, debido a la necesidad de realizar una “Urodinamia”.

Para la realización de éste examen la paciente fue citada el día 5 de los corrientes, sin lograr la valoración correspondiente, dado que el urólogo indicó con claridad que tal servicio no se requiere como estudio previo a la cirugía –fl 9-, concepto que fue puesto en conocimiento del Comité Técnico Científico –CTC- y cuyo estudio no se resolverá hasta el día 23 de septiembre del año que corre, conforme lo precisó la entidad accionada al momento de dar respuesta a la demanda.
Ciertamente, debido al innecesario aplazamiento del estudio del caso de la actora por parte del citado Comité, dado que no se requería el citado examen para la autorización del servicio y así lo dejó ver el especialista tratante, a la fecha la actora no cuenta con un concepto favorable del CTC, sin embargo, por ser éste un trámite eminentemente administrativo, no puede condicionarse la prestación del servicio a la paciente.

Adicionalmente, en virtud de la nutrida jurisprudencia constitucional, es claro que en casos como el presente debe primar el concepto del médico tratante, pues es este quien conoce las condiciones de su paciente y ha tratado, de manera especializada, las patologías por las cuales consulta, por lo que omitir su criterio so pretexto de una nueva y “mejor” valoración por parte del Comité Técnico Científico, resultaría vulnerado de las garantías fundamentales a la vida en condiciones dignas y a la salud de las cuales es titular la señora Castrillón Toro.

Ahora, en cuanto a los criterios previstos por la jurisprudencia constitucional para ordenar servicios No POS, a través de acciones de esta naturaleza –Sentencias SU 480 de 1997, SU-819 de 1999 y T-324 de 2008, entre otras-, se encuentran reunidos, dado que se encuentra comprometida la salud de la actora y no registra el médico tratante que exista procedimiento en el POS para el control de la incontinencia urinaria por tensión que aquélla padece.  La capacidad económica, le correspondía probarla a la Seccional de Sanidad Risaralda”
. 

Como consecuencia de lo anterior, en aras de amparar el derecho a la salud y a vida digna de la señora Luz Elena Castrillón Toro, se ordenará a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda dirigido por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, le autorice y realice las gestiones necesarias para que le sea practicada a  la actora el procedimiento “CISTOPEXIA TIPO SLING VESICAL TRANSOBTURADOR ABBREVO”.

En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –INCONTINENCIA URINARIA POR TENSIÓN-. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas, de los cuales es titular la señora LUZ ELENA CASTRILLÓN TORO.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda dirigido por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, autorice y realice las gestiones necesarias para que le sea practicada a la actora el procedimiento denominado “CISTOPEXIA TIPO SLING VESICAL TRANSOBTURADOR ABBREVO”.

En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –INCONTINENCIA URINARIA POR TENSIÓN-. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                                                                                                    En Comisión de Servicios
ALONSO OCAMPO GAVIRIA
Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-760 de 2008 


� Ver Sentencia  T-150 de 2012





PAGE  
8

